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Viviendo sin derecho.
Migraciones latinoameri-
canas y acceso a la 
vivienda en Montevideo

Leonardo E. Fossatti*  y Pilar Uriarte* *   
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Living without rights. Latin American 

migrations and housing access in Montevideo

Resumen
El presente artículo aborda las condiciones de acceso y garantías en el derecho 

a la vivienda para población migrante en Montevideo en la actualidad. A partir de 
la investigación, hemos constatado la precariedad en la oferta de vivienda a la que 
accede la población migrante. Su principal alternativa es un tipo muy heterogéneo 
de opciones que denominamos de forma genérica, y a partir de la terminología en 
campo, “las pensiones”. Buscamos visibilizar y problematizar a “las pensiones” como 
una solución habitacional de gran precariedad para los usuarios y fuente de diversas 
formas de irregularidad para la administración departamental encargada de regular 
y fiscalizar el cumplimiento de las normas establecidas. Desarrollamos una descrip-
ción analítica de sus condiciones, en tanto vivienda habitación, que se imponen a la 
realización cotidiana de tareas domésticas, así como a diversos conflictos en los que 
la población que las habita está inmersa. En el plano institucional, indagamos en la 
normativa, requisitos de funcionamiento, controles e inspecciones, buscando com-
prender el vínculo del Estado con los diferentes agentes en pugna y, en una escala 
más amplia, con las políticas sociales orientadas a la población migrante en la ciudad.

Palabras Claves: Movimientos de población - Políticas habitacionales - Discri-
minación Racismo y Xenofobia - Derecho a la Vivienda.
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Abstract

This article addresses access conditions and the right to housing guarantees for 
the migrant population in Montevideo. With this research, we have confirmed the 
precariousness of the housing offer accessed by the migrant population. Their main 
alternative is a heterogeneous type of options that we generically call, and from 
fieldwork terminology: “pensions”. We seek to visualize and problematize “pen-
sions” as a housing solution of great precariousness for users, and as a source of 
various forms of irregularity for the departmental administration. We take into 
account the conditions in which they exist, and in which everything that concerns to 
the domestic life is developed, and the various conflicts in which the population that 
inhabits them is immersed. At the institutional level we investigate the regulations, 
operational requirements, inspections and dispositions, seeking to understand the 
link between the state and different social agents struggling; and, on a broader 
scale, with social policies in the city targeted to the migrant population.

Key Words: Population Movements - Housing Policies - Discrimination Rac-
ism and Xenophobia - Right to Housing.
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Introducción

Existen dos dimensiones esenciales que es-
tructuran toda la condición de existencia del 
obrero: 

 el trabajo y la vivienda. Toda su vida, todas sus rei-
vindicaciones principales pasan por esos dos ejes. 
(...) La condición del inmigrante revela las relacio-
nes entre trabajo y vivienda de una forma extrema, 
tornándolas evidentes. (...) Junto con un trabajo, es 
preciso darle a él un techo, una habitación, una vi-
vienda, porque no lleva ese patrimonio para su nue-
vo hogar, dejó todo eso en su país. (Sayad, [1996] 
2010: 259)

El presente artículo surge de los resultados 
de la investigación sobre el acceso y garantía del 
derecho a la vivienda para la población migran-
te en Montevideo, Uruguay en la actualidad. A 
lo largo de dos años y medios de trabajo entre 
2015 y 2018 y desde un abordaje integral, ar-
ticulando tareas de investigación, extensión y 
enseñanza, hemos acompañado los procesos de 
radicación de población inmigrante en el país1. 
Participando en los diversos ámbitos en que la 
Asociación Idas y Vueltas interviene, pudimos 
constatar la escasez de oferta habitacional a la 
que accede la población migrante en la ciudad. 
En los hechos, encontramos que “las pensiones” 
- formas de habitación colectiva, con cuartos 
compartidos, o no, y servicios sanitarios comu-
nes, pensada para ser alquilada por cortos pe-
ríodos de tiempo- se constituyen como princi-
pal alternativa (prácticamente única solución) 
al problema inmediato de vivienda por el que 
atraviesan aquellos que llegan al Uruguay sin 
un respaldo económico o social previo. Analiza-
mos las condiciones de vida de la población na-

1  La investigación se enmarca en la línea de trabajo integral 
de NEMMPO, en la que se llevan adelante actividades de 
extensión que permiten detectar demandas de producción de 
conocimiento en diálogo con actores sociales, organizacio-
nes y colectivos migrantes. En ese contexto, los integrantes 
de la Asociación Idas y Vueltas son unos de los principales 
interlocutores del equipo de investigación.

cional y extranjera en viviendas colectivas con 
un funcionamiento comercial (administrativa-
mente registrado, habilitados y supervisados o 
no) en el que se arriendan piezas por día, sema-
na o mes, de forma individual o por núcleos do-
mésticos. Los casos trabajados se localizan en 
diversos barrios comprendidos en el Municipio 
B de la ciudad de Montevideo. Esta forma de 
ocupación coincide con lo propuesto en los an-
tecedentes bibliográficos regionales e interna-
cionales que señalan que la población migrante 
tiende a instalarse, en los primeros períodos del 
proceso de radicación, en zonas céntricas de la 
ciudad, próximas a los servicios públicos y la 
oferta laboral. Podemos identificar este patrón 
de ocupación espacial también en investigacio-
nes nacionales sobre población migrante con-
temporánea en Montevideo (MIDES, 2017). 

A lo largo del texto buscaremos visibilizar 
y problematizar esas soluciones habitaciona-
les de gran precariedad considerando en pri-
mer lugar la dificultad de definir formalmente 
aquello que habitualmente todos entendemos 
por pensiones en la ciudadanía de Montevideo. 
Caracterizadas por la heterogeneidad y diver-
sas formas de irregularidad en relación con la 
propiedad y el funcionamiento dentro del mar-
co normativo en el recorte territorial que esta-
mos realizando, su definición es en sí misma un 
tema a desarrollar. 

En nuestra experiencia de inmersión en 
campo nos vimos sorprendidos por las condi-
ciones en la que se encuentra la gran mayoría 
de los edificios que visitamos, y de otros que 
nos fueron relatados. La precariedad de las ins-
talaciones, su falta de mantenimiento estructu-
ral, deficientes condiciones sanitarias, la sobre-
población y escasa disponibilidad de servicios 
sanitarios a las que están sometidas personas 
solas o núcleos familiares nos hablan de la vul-
nerabilidad de esta población en situación mi-
gratoria. El hecho de que en esos espacios de-
ban llevar adelante todo lo que concierne a lo 
doméstico se vincula directamente con muchos 
de los conflictos identificados entre población 
nacional y extranjera en los barrios de mayor 
presencia de pensiones. Un ejemplo de esto es 
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la forma en que los espacios públicos son ocu-
pados con actividades domésticas que habitual-
mente imaginamos puertas adentro del hogar. 
Los usos “inapropiados” de estos espacios están 
presentes en gran parte de las denuncias lleva-
das adelante por “vecinos”2 del barrio La Agua-
da, en medios de prensa y ante instituciones ofi-
ciales, en relación con la presencia de población 
extranjera en el lugar.

Las condiciones de vida que enfrenta esta 
población en su cotidiano serán analizadas en 
diálogo con los conflictos presentes en diversos 
ámbitos del espacio doméstico o público y que 
se caracterizan por la presencia de agresiones 
de fuerte corte racista y xenófobo. Particular-
mente, al interior del espacio privado, habitado 
por múltiples núcleos familiares (nacionales y 
extranjeros originarios de América Latina y el 
Caribe) se reproducen e intensifican los meca-
nismos de discriminación a los que la pobla-
ción migrante, racialmente identificada, está 
expuesta. El espacio social que se construye en 
las pensiones, íntimo y público, aparece como 
un ámbito privilegiado para advertir formas 
habitualmente disimuladas de discriminación.

Estos elementos se enmarcan en la indaga-
ción en el plano institucional, en lo que refie-
re a normativa, requisitos de funcionamiento, 
controles e inspecciones, buscando comprender 
el vínculo del Estado con los diferentes agentes 
en pugna; y en una escala más amplia, con las 
políticas sociales orientadas a la población mi-
grante. Esta indagación evidencia un espacio de 
ceguera colectiva en torno a las realidades por 
las que atraviesa gran parte de la población que 
llega a la ciudad -la de mayor vulnerabilidad- en 
sus procesos de integración a nuestra sociedad 
y la ausencia de políticas específicas, así como 
de una perspectiva transversal de lo que signifi-
ca incorporar las especificidades de la situación 
migratoria en su implementación. Por último, 
se vincula con la falta de políticas de vivienda a 
nivel general para nuestro país.

2 Sobre el lugar que ocupan “los vecinos” como categoría 
moral y garante de ciudadanía, en oposición a la de jóvenes 
ver Fraiman y Rossal (2011). Disponible: http://www.identi-
dadcolectiva.es/pdf/69.pdf

Dinámicas migratorias 
a comienzos de siglo: 
de “nuevos orígenes” 
a “nuevos vecinos”

Históricamente, el Uruguay ha mostrado 
dificultades o resistencias para abordar el fe-
nómeno migratorio, tanto en lo que refiere a la 
producción de datos estadísticos, como al pro-
cesamiento de datos administrativos. En ambos 
casos, realizados de forma irregular y caracteri-
zados por estimaciones poco realistas (Aguiar, 
1982). Eso se refleja a la hora de pensar políticas 
de retención de población nacional y migrante o 
de retorno y revinculación de emigrantes (Taks, 
2006). En los últimos años, el país ha atravesado 
por un nuevo fenómeno de movimiento pobla-
cional caracterizado por el ingreso de población 
de diversos países latinoamericanos y con una 
fuerte concentración en Montevideo. El informe 
publicado por el MIDES (2017) permite visuali-
zar ese incremento, que genera un signo positivo 
del saldo migratorio por primera vez en mucho 
tiempo. En el marco de esa tendencia al ingreso 
de personas, se registra un importante compo-
nente de ciudadanos de países hasta hoy poco 
frecuentes en la dinámica demográfica nacional, 
entre los que se encuentran República Domini-
cana, Cuba, y Venezuela. Estos flujos presentan 
una fuerte concentración en Montevideo, y como 
veremos más adelante, en algunos barrios de la 
ciudad, donde su presencia es notoria para los 
residentes y trabajadores de la zona. 

Es así que en el examen de los datos sobre en-
tradas y salidas de personas a través del Aeropuer-
to Internacional de Carrasco se percibe el aumento 
regular y continuado del ingreso de personas de 
países latinoamericanos no limítrofes y del Caribe, 
que acompaña la tendencia previa en el aumento 
del ingreso de población originaria de España y Es-
tados Unidos, generalmente asociada a los núcleos 
familiares de la inmigración de retorno. La presen-
cia de población originaria de Cuba, Venezuela y 
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República Dominicana aparecen como el fenóme-
no más significativo, dado que hasta ese momento 
representaban un porcentaje ínfimo dentro de los 
flujos de población registrados en el país (MIDES, 
2017). Desde 2009 y con mayor énfasis a partir 
de 2012, estos países comienzan a tener creciente 
visibilidad en los registros estadísticos y adminis-
trativos, en la prensa y la opinión pública. De esta 
visibilidad, y a partir de caracterizaciones académi-
cas, se popularizó la categoría “nuevos orígenes la-
tinoamericanos” para englobar todo el fenómeno, 
más allá de la heterogeneidad de sus característi-
cas, tanto en términos comparativos entre orígenes 
nacionales como al interior de cada “colectividad” 
(Fossatti, 2017).  

Según el informe del MIDES, anteriormente 
citado, para 2012, el 21,5% de las cédulas de iden-
tidad concedidas a residentes extranjeros estaba 
comprendido dentro los orígenes latinoameri-
canos no fronterizos. Este porcentaje asciende a 
31% para 2015. El acceso pleno a derechos, así 
como los procesos de integración en igualdad de 
condiciones con la población nativa, son una ilu-
sión más que una realidad, para la mayoría de los 
migrantes. Esto puede ser explicitado en términos 
estadísticos, si observamos el hecho de que la po-
blación migrante reciente (2009-2015) expone ni-
veles de pobreza más altos que el de la población 
nativa. Para los migrante de orígenes latinoameri-
canos y caribeños esta situación se acentúa, sien-
do el grupo que presenta mayores niveles globales 
de pobreza con una especial incidencia en muje-
res entre 16 y 64 años, en los que la prevalencia de 
pobreza alcanza el 16,2%, 6 puntos porcentuales 
más que para las mujeres nativas/no migrantes. 

Estos niveles de pobreza están directamente 
vinculados a las dificultades de inserción en el 
mercado laboral. El análisis de los datos de En-
cuesta Continua de Hogares muestra que los mi-
grantes enfrentan mayores dificultades de acceso 
al empleo y sufren en mayor medida la informali-
dad y sobrecalificación (Prieto et alt. 2016). Si bien 
podemos decir que la ocupación no representa un 
problema en términos generales, dado que la po-
blación migrante manifiesta niveles más bajos de 
desocupación que el total de la población, las con-
diciones de trabajo y las posibilidades de nivelar 

el tipo de ocupación con la trayectoria educativa y 
profesional si lo son. El total de la población mi-
grante reciente (de todos los orígenes) presenta 
menos niveles de ocupación en el sector de baja 
cualificación, así como mayor ocupación de alta 
cualificación que la población nativa y que el total 
de la población. Sin embargo para aquellos inmi-
grantes de países latinoamericanos no fronterizos 
y caribeños, estos datos se invierten, exhibiendo 
porcentajes más altos de ocupaciones con baja ca-
lificación. Esta población es, además, la que reve-
la mayores desajustes entre el nivel de calificación 
y la ocupación, con índices de sobrecalificación 
más altos que los del total de migrantes recientes, 
y significativamente más altos que los del total de 
la población, aunque con una incidencia mucho 
mayor en mujeres. (MIDES, 2017, 65).

Estos flujos han tenido además una intensa 
cobertura por parte de los medios de comunica-
ción, quienes recogen y alimentan cierto descon-
cierto y recelo a la hora de interpretar esta nueva 
presencia. Además de esta población latinoame-
ricana, responsable junto con la inmigración de 
la modificación de las tendencias en torno a los 
saldos migratorios registrados estadísticamen-
te, no podemos dejar de señalar el arribo de po-
blación proveniente de África y Oriente medio, 
constituyendo un flujo mixto entre inmigración y 
refugio (Uriarte, 2015). Si bien estos flujos no se 
caracterizan por ser masivos, en términos cuanti-
tativos, su importancia radica en poner en relieve 
de forma extrema muchas de las dificultades por 
las que atraviesa la gran mayoría de las poblacio-
nes migrantes racialmente identificados en el país 
(Uriarte, 2015). Como veremos más adelante, esta 
situación se acentúa en el caso de las zonas de la 
ciudad donde se concentra la población migrante.  

La vivienda y 
la ciudad

Abordar el acceso a la vivienda para la pobla-
ción migrante que llega a Montevideo, implica 
reconocer que éste ha sido un problema de larga 
data para un importante sector de la población na-
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cional; enmarcado en una legislación que ha cen-
trado su abordaje principalmente en la defensa de 
la propiedad, más allá del derecho y la atención a 
las necesidades del conjunto de la población. Aris-
tondo (2005) data las primeras soluciones habi-
tacionales hacia grupos vulnerables en Uruguay 
alrededor de 1870, década en la que empiezan a 
construirse “conventillos” y casas de inquilinato. 
Estos establecimientos recibían a personas de ba-
jos recursos y con altos niveles de precarización 
laboral, pero ésta fue también la solución para las 
personas provenientes de ultramar. Los caseríos y 
conventillos fueron apareciendo como alternativa 
colectiva de habitación o casa, con una importan-
te concentración en zonas próximas a la Ciudad 
Vieja montevideana. Estaban habitados mayori-
tariamente por población previamente esclaviza-
da y ahora liberta, desposeídos por desplazamien-
to del campo hacia la ciudad e inmigrantes que 
llegaban por el puerto en busca de nuevos hori-
zontes. El entrelazado de la construcción territo-
rial en estas zonas de la ciudad habla de la conver-
gencia de múltiples culturas, así como diferentes 
formas de producir subjetividades en un mismo 
espacio territorial (Álvarez, 2013; 2016). 

Existe poca información y no muy precisa, en 
lo que refiere a políticas estatales de alojamien-
to para población migrante durante ese período, 
entre las que se cuenta una comisión oficial con 
objetivo de facilitar alojamiento y trabajo a los ex-
tranjeros que llegaban al país. Lo contrario sucede 
en Argentina, contexto para el cual, desde media-
dos del siglo XIX, contamos con amplia informa-
ción en materia de políticas estatales para el alo-
jamiento de inmigrantes. En 1889 se aprueba en 
Argentina la construcción del Hotel de Inmigran-
tes, que finalizaría en 1911, y que tenía como fin, 
no sólo alojar a la población arribada, sino tam-
bién funcionar como lugar de cuarentena, oficina 
de aduana, de trabajo y de salud. El alojamiento 
era gratuito por cinco días, plazo que se podía ex-
tender por enfermedad o por falta de trabajo. 

Para nuestro país, en 1908 se crea la Casa del 
Emigrante y Hotel del Emigrante con un funciona-
miento similar a su par argentino. y fue producto 
del fomento a la inmigración durante el gobierno 
de José Batlle y Ordoñez. Se ubicaba en la zona de 

la playa Bella Vista y brindaba alojamiento gratui-
to por un máximo de cinco días, luego debían pa-
garse treinta centésimos de peso por día todos los 
mayores de quince años, y quince centésimos los 
de cinco a quince años de edad (Oliva, 2008). Una 
experiencia posterior es la del Hotel Nacional, el 
cual luego de ser inaugurado y antes de pasar a 
manos de la Universidad de la República sirvió 
de “cobijo para inmigrantes que desembarcaban 
en nuestro puerto”. Los datos no son claros, tanto 
para el Hotel de Inmigrantes de Montevideo o del 
Hotel Nacional, tampoco existen fechas respecto 
hasta que tiempo funcionaron como tales. 

A pesar de estas lagunas en la información, nos 
es posible afirmar que las zonas de Ciudad Vieja 
y Aduana cuentan con una tradición en el rubro 
de hoteles y pensiones debido, en gran medida, a 
su historia vinculada a la actividad comercial del 
puerto. Para la década del 40, era la zona privi-
legiada donde sectores de la burguesía montevi-
deana se asentaban en grandes recintos. Mientras 
su auge económico, comercial y bancario crecía 
se fue despoblando y dejando a su paso grandes 
recintos cerrados u abandonados. Para la década 
del 80, comienza un proceso de ocupación de es-
tos grandes inmuebles que son usufructuados de 
diversas formas. Esto constituye un proceso de 
desvalorización del barrio producto del asenta-
miento de población de sectores bajos (Romero, 
2011). Para los 90, la política de recuperación y 
revaloración supuso el desalojo y reubicación de 
la población establecida en la década anterior. 
Este proceso de revaloración continúa lentamen-
te. Trabajos de Abin (2011) permiten ampliar este 
proceso de gentrificación y recalificación de la 
Ciudad Vieja que se extendió hacia otros barrios 
aledaños. Los procesos de reubicación de pobla-
ción tuvieron una tendencia a la segregación es-
pacial, la población que habitaba de forma irre-
gular algún inmueble fue relocalizada en zonas 
periféricas de la ciudad. 

Romero (2011) nos brinda elementos para 
comprender la importancia del abordaje multi-
disciplinario en los estudios de vivienda y ciudad 
en la actualidad, en los que se hace necesaria la 
comprensión del ambiente, la cultura en su con-
texto, el hábitat y las formas de habitar. La auto-
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ra plantea la importancia de la vivienda, o lugar 
donde se habita, como determinante para la inte-
gridad y la salud de las personas (Romero, 2008: 
67). En la actualidad, grandes inmuebles cerrados 
u abandonados, ocupados y desalojados, regulari-
zados o no, usufructuados como pensiones o ca-
sas de inquilinatos proliferan principalmente en 
la Ciudad Vieja y Aduana, irradiándose hacia zo-
nas del Municipio B como Aguada. De esta forma, 
un patrón de ocupación segregada se repite en un 
nuevo período histórico. 

Un alto porcentaje de población migrante que 
llega a Montevideo utiliza estas pensiones como 
forma de alojamiento. Éstas se presentan como 
una oferta baja en requisitos y sin requerimien-
tos de garantías de alquiler que, desde la entrada 
en vigencia de la nueva Ley de Alquileres de 1974, 
obstaculizan el acceso a la vivienda para sectores 
más bajos (Romero, 2008). A pesar de los esfuer-
zos estatales por flexibilizar los recursos para el 
otorgamiento de garantías que habiliten el acceso 
al alquiler de vivienda, existen otras variables que 
afectan las posibilidades de acceder a los requisi-
tos para un contrato formal de alquiler. La oferta 
más flexible la brinda el Ministerio de Vivienda: 
basta con contar con cédula de identidad, tres re-
cibos de sueldo, o un recibo de sueldo y el contra-
to de trabajo, y la historial laboral. 

Actualmente, en nuestro país la demora para 
obtener una cédula para migrantes originarios de 
países fuera del Mercosur o países asociados, entre 
los que se cuentan Cuba y República Dominicana, 
es de entre diez y doce meses. La inserción en un 
empleo formal depende directamente de contar 
con el documento de identidad. La búsqueda de 
un lugar de residencia es inmediata. Por otro lado, 
las garantías otorgadas por instituciones priva-
das, aparte de los altos costos, exigen requisitos 
más difíciles de cumplir, un año de antigüedad la-
boral, costo de afiliación al servicio privado, costo 
mensual de cuotas, costos administrativos por la 
gestión del pago de alquiler. Al contrario, el ac-
ceso a las pensiones tiene como único requisito 
el contar con dinero para pagar por adelantado. 
Los trabajos llevados a cabo por Romero (2008; 
2014) ilustran las condiciones de la vivienda para 
quienes por un motivo u otro quedan por fuera del 

mercado formal inmobiliario, al mismo tiempo 
ponen en relieve la situación en cuanto al acceso 
de la misma, factores determinantes en la repro-
ducción de las condiciones objetivas y subjetivas 
de la vida personal, familiar y grupal. A diferencia 
de otras poblaciones locales que buscan solucio-
nes al problema habitacional alejándose de forma 
voluntaria o siendo trasladadas compulsivamente 
a territorios distantes de las zonas céntricas de la 
ciudad, la población migrante, por lo menos en 
los primeros momentos, tiende a ocupar edificios 
precarios en los márgenes de una de las zonas 
privilegiadas de la ciudad, próxima a servicios 
públicos, pasible de ser caminada, eludiendo los 
altos costos del transporte público colectivo y en 
contacto intenso con la propia colectividad y otras 
colectividades migrantes. 

Aproximación 
metodológica

La presente investigación forma parte de una 
línea de investigación más amplia en el marco de 
un acuerdo de trabajo a largo plazo con la Asocia-
ción Idas y Vueltas, miembro de la red de Apoyo 
al Migrante y del Consejo Consultivo Asesor de 
las Migraciones3. Esta propuesta acompaña los 
lineamientos de trabajo integral propuestos por 
la Universidad de la República, en cuanto propo-
ne la articulación de las funciones universitarias 
de investigación, extensión y enseñanza. Busca la 
producción de un conocimiento socialmente sig-
nificativo a partir del diálogo con los actores con 
los que se lleva adelante la propuesta de traba-
jo y atenta a las formas de comprender y operar 
sobre su realidad. Incorporando el diálogo y el 
intercambio se propone un proceso de retroali-
mentación con la población evitando contextos de 
producción de conocimiento que Restrepo (2016) 
ha caracterizado como extractivos al tiempo que 
prepara profesionales comprometidos con su me-

3 Órgano oficial de consulta de la Junta Nacional de las 
Migraciones con la sociedad civil, instaurado a partir de 
la reglamentación de la Ley 18.250, República Oriental 
del Uruguay. 
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dio y promueve la transformación de las condicio-
nes de vida de los sectores más vulnerables de la 
sociedad (Fals Borda, 2012).

En ese marco, y articulando el trabajo con la 
asociación de mayor presencia en el campo de 
atención a población migrante en la ciudad, se 
llevan adelante tareas de investigación de campo 
sistemáticas en el espacio Bienvenid@s de la Aso-
ciación. Allí se realizan encuentros semanales, en 
los que uruguayos y migrantes de diversos oríge-
nes y tiempos de residencia en el país reciben a 
otros en busca de información, asesoría legal de 
diversos tipos, ayuda para elaborar un currículum 
o acceder a trabajos, consejos sobre el ingreso al 
sistema de educación de niños y adultos. Entre 
una variada gama de actividades de encuentros, 
intercambios de ropas de abrigo y comensalidad, 
se dinamizan redes de ayuda mutua entre perso-
nas que han pasado o han vivido de cerca las di-
ficultades del desplazamiento entre países. Para 
los términos de la investigación de corte etnográ-
fico que llevamos adelante, el arribo semanal de 
personas nos permite llevar el pulso del ingreso 
de inmigrantes y sus características, así como las 
etapas que se van sucediendo en los procesos de 
radicación al país. 

Es en el contexto de ese espacio que surge la 
demanda de apoyo legal por parte de un grupo de 
ciudadanos dominicanos residentes de una pen-
sión en Ciudad Vieja en proceso de desalojo. En 
coordinación con el equipo jurídico de la organi-
zación, comenzamos un trabajo de articulación 
y acompañamiento del caso, generando acciones 
para demorar el desalojo al tiempo en que se bus-
caba trabajar con los inquilinos de la pensión para 
ir construyendo alternativas dignas de vivienda, 
en el corto y mediano plazo, previas al desalojo. 
Esta primera fase de trabajo nos permitió por pri-
mera vez ingresar a una pensión de las que tantas 
veces habíamos escuchado relatos y comprobar 
por nuestros propios medios no sólo las condi-
ciones edilicias, sanitarias y de ocupación en las 
que se encontraban, sino también ser testigos de 
la violencia sistemática a la que sus habitantes, 
en gran medida inmigrantes dominicanos pero 
también uruguayos y migrantes de otras naciona-
lidades, se veían sometidos. Amenazas, insultos 

racistas y otras formas de violencia física extrema 
aparecían como situaciones cotidianas. 

A pesar de que el proceso de trabajo dentro 
de la pensión se vio puntualmente interrumpido 
por conflictos con otros inquilinos no-migrantes, 
ese fue el inicio del trabajo con personas de otros 
cuatro grupos de inmigrantes viviendo en pensio-
nes con similares características de precariedad, 
pero con las más diversas situaciones en términos 
de reglamentación y habilitación. Un significa-
tivo denominador común en los cinco casos fue 
la falta de respuesta de las autoridades estatales 
ante los reclamos de la población habitante de las 
pensiones, lo cual generó el desplazamiento de la 
solicitud de ayuda para el equipo de la Asociación 
Idas y Vueltas. A partir de los lazos de confianza 
establecidos en función del trabajo previo de in-
mersión en la comunidad, aplicamos una estrate-
gia de contacto a partir de redes que nos permitió 
ir ampliando progresivamente el número de casos 
investigados hasta tener un número significativo 
con una regularidad en las situaciones encontra-
das. En la actualidad, no estamos en condiciones 
de producir datos en torno a cuántos inmigrantes 
tienen como vivienda pensiones en condiciones 
de irregularidad. La investigación en campo indi-
ca que un alto porcentaje de los migrantes que in-
gresan a la ciudad recurren a las pensiones como 
primera solución habitacional. Al mismo tiempo, 
sabemos que, si bien los requisitos para obtener 
una garantía de alquiler son más fácilmente cum-
plidos luego de transcurrido un tiempo residiendo 
en el país, muchos varones y mujeres migrantes 
optan por permanecer en las pensiones. La difi-
cultad en la producción de datos en torno a la po-
blación de las pensiones radica, en primer lugar, 
en el hecho de que el principal instrumento para 
la producción de datos estadísticos a nivel nacio-
nal, la Encuesta Continua de Hogares, no releva 
hogares colectivos, categoría en la que quedan 
comprendidas las pensiones. En segundo lugar, 
encontramos una dificultad en los propios proble-
mas de control y registro de las pensiones; la exis-
tencia de muchas de ellas en situación irregular 
genera dificultades para obtener y construir esos 
datos. En algunos casos, la entrada del equipo de 
investigación en las pensiones se traduce en vio-
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lencia física y simbólica hacia esta población y en 
más de una oportunidad a los equipos de trabajo; 
es por esto que como medida de cuidado hacia la 
población investigada optamos por limitar el in-
greso a las pensiones corriendo el eje de trabajo 
al espacio de la Asociación. Ésta es otra dificultad 
que nos permite delimitar y conocer en profundi-
dad algunos de los casos que llegan. Sin embargo, 
podemos, a partir de una metodología cualitativa, 
conocer mucho del proceso de integración del sec-
tor más vulnerabilizado de la población migrante 
a nuestra sociedad.

Estas cinco4 pensiones en total en las que se 
desarrolla el proceso de investigación y extensión 
representan cinco estudios de casos que nos posi-
bilita conocer un aspecto poco explorado por las 
investigaciones actuales sobre migración. Simul-
táneamente, abordan un punto ciego de las políti-
cas públicas en lo que refiere, no únicamente a los 
programas específicos para personas en situación 
migratoria y sus soluciones habitacionales, sino 
una forma de las políticas de vivienda en general 
para nuestro país. El proceso de investigación/
extensión nos permitió producir conocimiento en 
torno a las formas en que el Estado, desde sus di-
ferentes instancias, regula el acceso a un derecho 
básico, como es la vivienda, a partir de la genera-
ción de normativa, inspección, control y penali-
zación de los incumplimientos, de una actividad 
comercial al borde de la regularidad. 

Un recorrido por 
los márgenes de la 
ciudad: del espacio 
público al privado

Nos aproximamos a la conflictividad latente 
entre una población local y la recién llegada a par-
tir de dos momentos. Por un lado, las denuncias 

4 La línea de trabajo desarrolla entre Idas y Vueltas (ONG) 
y NEMMPO-FHCE (UdelaR) se ha fortalecido. Para 2018 el 
número de denuncias y casos seguidos por el equipo excede 
esta cifra. 

surgidas en situaciones de desencuentro por los 
usos del espacio público en el barrio La Aguada. 
Por otro, la cobertura mediática que la migración 
contemporánea, en Uruguay, ganaba en torno a 
dos líneas discursivas: la exotización del fenóme-
no (Ramos, 2004) o su criminalización (Delgado, 
2003). En el primer sentido, encontramos la co-
bertura en torno a las más diversas travesías por 
las que atraviesan ciudadanos de países de África, 
América Central o Asia. La exotización de estos 
casos es posible en primer lugar por el número 
reducido de personas que llegan desde estos di-
versos orígenes y la distancia geográfica, cultural 
y lingüística que -con relación a nosotros- estas 
personas portan. Así, lejos de ser vistos como una 
amenaza, estos casos son tomados como anecdó-
ticos, y si mediante esta operación de singulariza-
ción, aislados de su potencialidad en tanto fenó-
meno en aumento (Uriarte, 2015).

En el segundo sentido, la creciente atención 
dada a la presencia de ciudadanos de países lati-
noamericanos señalaba la presencia de hombres 
y mujeres dominicanos residiendo en zonas cén-
tricas de la ciudad como un problema social. La 
prensa comenzó a cubrir el tema a partir del año 
2014, exponiendo principalmente la convivencia 
conflictiva entre dos grupos sociales proyectados 
en el territorio, supuestamente homogéneos y en 
oposición. “Los vecinos” era el término con que se 
identificaba a la población nativa ya residiendo en 
la zona y que configuraba un nosotros vinculado 
a una identidad nacional y “los dominicanos”, un 
otro compuesto por la población migrante mayo-
ritariamente dominicana, pero que incorporaba a 
todo aquello que no se aproximaba a esa identi-
dad común: atributos raciales, de clase y formas 
de consumo cultural identificadas con otras regio-
nes de América Latina (Fossatti, 2017). Tal como 
proponen Elias y Scotson (1994), en las dinámicas 
de establecidos y outsiders, dos grupos socialmen-
te delimitados cruzaban acusaciones en un juego 
de relaciones sociales, apoyados por los medios 
de comunicación, y respaldados en él entretejido 
de una identidad hegemónica. Nuestros estable-
cidos, “los vecinos”, tenían mejores posibilidades 
de definir las posiciones en relación al uso de los 
espacios públicos del barrio. La presencia en pla-
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zas, veredas, comercios y vía pública en general 
de población dominicana generó quejas en torno 
a supuestas actitudes irregulares, desde las más 
sutiles a otras reñidas con la ley. En todos los ca-
sos, la centralidad de las descripciones giraba en 
torno al origen de sus protagonistas y las supues-
tas prácticas llevadas a cabo en el espacio público, 
inadmisibles según la “moralidad” o la costumbre 
nacional. Conforme nos fuimos acercando y arti-
culando con actores sociales y gubernamentales, 
observamos la complejidad de la problemática. 
La presencia de nuevos habitantes desarrollan-
do su cotidianidad resultaba perturbadora para 
la paz vecinal. Esa cotidianeidad además estaba 
fuertemente marcada por una división, muy dife-
rente de las actividades consideradas “públicas” 
o “domésticas”, así como una permanencia y una 
sociabilidad en el marco del espacio común, poco 
común en nuestra sociedad. El uso de espacios 
públicos por parte de personas de diversos oríge-
nes nacionales difiere del esperado por la socie-
dad que se entiende homogénea, la cual reconoce 
y construye un sentido de pertenencia y uso del 
espacio público que difiere, al mismo tiempo que 
se pretende que se incorpore, “adapte” al uso y 
costumbre de la sociedad nacional, la cual se per-
cibe “normal” (Canelo, 2013: 57-58). 

Según Aguiar, existen espacios socio-cultura-
les que ofrecen escasas barreras al tránsito migra-
torio, en función de continuidades lingüísticas, 
religiosas o hasta culinarias. Esto genera lo que 
denominamos circuitos de migración. La presen-
cia de población extranjera que comparte estas 
características culturales no es necesariamente 
percibida como inmigración por la opinión pú-
blica (Aguiar, 2007: 127). El proceso contrario 
se verifica con la población que no comparte esas 
características comunes y que es, por tanto, iden-
tificada como extranjera. A partir de lo propues-
to por el investigador, podemos comprender que 
migrantes provenientes de Argentina tienden a 
pasar desapercibidos, al igual que en las regiones 
fronterizas los provenientes de Brasil; mientras 
que africanos y afrocaribeños portadores de ca-
racterísticas exotizadas son hipervisiblizados en 
su presencia y ocupación del espacio urbano. 

Como señala Grimson (2000), la prensa juega 
un papel fundamental a la hora de construir y ca-
racterizar esa otredad, definiendo y defendiendo 
las identidades hegemónicas. No es extraño ver en 
las noticias un fuerte sesgo que describe una iden-
tidad vecinal homogénea perturbada por la llega-
da de migrantes. El racismo histórico y estructu-
ral de la sociedad uruguaya, puesto en evidencia 
a partir del análisis de los datos estadísticos de 
Encuesta Continua de Hogares y Censos (Cabe-
lla, Nathan, Tenenbaun, 2013), permite visualizar 
la situación de la población afrouruguaya que se 
proyecta también sobre la población inmigrante 
afrocaribeña y africana. En la misma línea, pro-
ponemos que muchas de las dificultades por las 
que atraviesan la gran mayoría de los migrantes 
racialmente identificados se traducen en formas 
de discriminación y que no obedecen a las dife-
rencias culturales per se sino que se explican por 
la existencia de mecanismos de discriminación 
originados en categorías de raza, atravesando los 
significados otorgados al origen nacional y regio-
nal (Uriarte y Ramil, 2017).

Vivir en Montevideo: 
“las pensiones”

En este apartado buscaremos definir desde di-
ferentes dimensiones ese concepto tan fácilmente 
identificable para los habitantes de Montevideo 
pero con tantas dificultades para objetivar que 
son las pensiones. Esta definición resulta funda-
mental, dado que cualquier acción tendiente a la 
mejora de las condiciones de vida de sus habitan-
tes, atraviesa instancias administrativas, jurídicas 
y reglamentarias que dependen de las formas en 
que sean caracterizadas. Un importante esfuer-
zo en el trabajo fue volcado en la construcción de 
estas definiciones. Ese proceso de trabajo mostró 
en qué medida pensiones, casas de inquilinato y 
otras formas de habitación temporarias represen-
taban un punto ciego de la administración muni-
cipal y nacional. Sacar en limpio algunos elemen-
tos, además de mejorar la capacidad de reclamo 
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de sus habitantes, permitió deconstruir algunas 
ideas fuertemente arraigadas en el campo.

Una primera aproximación a la definición de 
los establecimientos con los que estamos tra-
bajando es la institucional. Formalmente, la ley 
18.283 “...considera pensión al establecimiento 
comercial que presta servicio de hospedaje en las 
condiciones que la reglamentación establecerá”5. 
En la regulación municipal, establece una diferen-
cia entre pensión y casa de inquilinato en función 
de la cantidad de habitaciones disponibles6. Pero, 
a pesar de la existencia de una normativa y de que 
muchas de las pensiones de la ciudad funcionan 
en su marco, esto no se verifica en ninguno de los 
casos con los que trabajamos. La gran mayoría de 
las pensiones no están registradas ni habilitadas; 
algunas habían inicializado el trámite de registro 
pero nunca habían actualizado la información, ni 
cumplido con la documentación. Por otro lado, 
los casos relevados posibilitaron evidenciar una 
alta irregularidad respecto a situación del inmue-
ble, propiedades ocupadas utilizadas como alo-
jamientos, inexistencias de contratos de alquiler 
entre dueños del inmueble y propietarios de la 
pensión, inmuebles abandonados subarrendados 
a propietarios de pensiones por ocupantes. En 
otros casos se trata de casas grandes, alquiladas, 
pero subarrendadas como pensiones. En este pla-
no no existe la diferencia entre casa de inquilina-
to o pensión. Los servicios básicos otorgados por 
estos establecimientos suelen ajustarse a la lógica 
de la irregularidad. Una de los principales moti-
vos de denuncia en todas las pensiones con las 
que trabajamos fue el robo del servicio de agua y 
luz; a pesar de que los establecimientos estaban 
“colgados” (conectados de forma ilegal y sin pago) 
un supuesto costo se agregaba al valor de la habi-
tación o cama rentada. 

5 Ley 18.283. Registro y funcionamiento de pensiones. 
Artículo 2. Disponible: https://www.impo.com.uy/bases/le-
yes/18283-2008

6 Artículo D.4090.1 . Pensiones. Normativa Municipal. 
Intendencia de Montevideo. Disponible: http://normativa.
montevideo.gub.uy/articulos/82701#articulo_82403 ; Artí-
culo D.4107.1 . Casas de Inquilinato. Normativa Municipal. 
Intendencia de Montevideo. Disponible: http://normativa.
montevideo.gub.uy/armado/82744

La falta de encuadre normativo de esos esta-
blecimientos genera que las personas estén re-
sidiendo en pensiones sin la más mínima de las 
garantías y con poca posibilidad de ejercer algún 
control o reclamo sobre el trato recibido, el pre-
cio o las condiciones del servicio que se les ofrece. 
Las causas de denuncia frente al gobierno depar-
tamental comprenden un sin fin de situaciones 
que hemos atestiguado pero la normativa permi-
te actuar por rango de motivos muy restringido. 
Es así que las condiciones edilicias, sanitarias, la 
capacidad de alojamiento, se vuelven importan-
tes a la hora de pedir una inspección. Éstas no 
pueden interferir en el control de precios, pero 
permiten a los habitantes ejercer presión para 
mejorar las condiciones de las instalaciones. El 
proceso inspectivo, que consiste en intimaciones 
a regularizar los elementos denunciados, condu-
ce a la clausura administrativa de la pensión en 
caso de incumplimiento. Esto no significa la des-
ocupación del inmueble, sino el cierre del esta-
blecimiento comercial hasta la regularización de 
lo demandado, siendo una medida que no deja 
sin techo a la población que en él habita. Al mo-
mento de la clausura administrativa, se realiza un 
registro de población, las personas que quedan 
registradas pueden abandonar el establecimiento 
en cualquier momento, pero no pueden ingresar 
nuevos inquilinos ni exigir pago por parte de la 
administración o dueños. 

Otra dimensión operacionalizable para su de-
finición es la forma de habitación. Como men-
cionamos anteriormente, la legislación municipal 
establece una diferencia según número de habita-
ciones. Al referir al cotidiano de sus habitantes, en-
contramos que la diferencia entre pensiones y casa 
de inquilinatos no existe en sus definiciones: todo 
es referido como “la pensión”. En estos espacios, 
la cantidad de habitaciones no está previamente 
determinada. En muchos casos lo que comienza 
con un número limitado de habitaciones se am-
plía, como indicaron los inquilinos de una de ellas, 
donde el sótano, que no alcanza los dos metros de 
altura estaba siendo dividido para albergar ocho 
nuevas piezas7. Esta dinámica supone habitaciones 

7 Pieza o piezas: término que en la jerga refiere a una o va-
rias habitaciones.
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generales, pequeñas, rebasadas en su capacidad. 
En caso de habitaciones grandes se suelen estable-
cer divisiones con telas o algún implemento preca-
rio de construcción, rebasando también la capaci-
dad locativa. En casos denunciados ante la ONG y 
la Intendencia, las habitaciones se encuentran en 
pésimo estado, con personas hacinadas y en con-
diciones sanitarias deficientes, que comprenden 
humedades y goteras; sin ventanas, con pisos rotos 
y la lista puede seguir. En las piezas, puede haber 
todo tipo de situaciones relativas a la privacidad: 
con o sin puertas, compartidas, individuales o por 
núcleo familiar. Algunas incorporan otras “como-
didades” como baño privado o un espacio para po-
ner una cocinita o garrafa. La intimidad es un bien 
que no está en juego.

En el proceso de trabajo de campo asistimos 
a la clausura de una de las pensiones. La inter-
vención de las autoridades municipales permitió 
aclarar la situación administrativa de la pensión, 
al tiempo que sacó de la escena a los intermedia-
rios que se dicen administradores. En estos casos, 
los inquilinos habían llevado acciones para nego-
ciar las tarifas y la formalización de los pagos, la 
regularización de los servicios, acondicionamien-
to edilicio y sanitario. Esto significa que los inqui-
linos deben transferir a su nombre los servicios de 
electricidad, agua y telefonía, limpiar y acondicio-
nar el lugar. La situación de vulnerabilidad y no 
acceso a la vivienda transforma a los inquilinos en 
rehenes con poca capacidad de negociación. 

La precariedad de las condiciones de 
vida. Muchas de las pensiones con las que traba-
jamos no soportan la más mínima inspección para 
habilitación comercial o de bomberos, el simple 
hecho de conocerlas posibilita tomar contacto con 
lugares donde no se puede concebir la vida dig-
na. El estado de unas pocas es potable, pero una 
cantidad importante no reúnen las condiciones 
edilicias y sanitarias necesarias. Espacios comu-
nes y habitaciones sin ventanas, o con ventanas 
sin vidrios conducen a una situación de salud 
compleja para una población en muchos casos no 
acostumbrada al frío invernal de nuestro país. Las 
denuncias por plagas (ratas, ratones, chinches, 
cucarachas, pulgas), así como la falta de higiene 
han sido frecuente motivo de denuncia en todos 

los casos que conocemos. El acondicionamien-
to de la estructura es una deuda: paredes rotas, 
desprendimientos de revoques, humedades extre-
mas, instalaciones eléctricas precarias, instalacio-
nes sanitarias deficientes y dañadas; los servicios 
de limpieza quedan a merced de la organización 
de los inquilinos para combatir la basura y las pla-
gas. Los administradores en muy pocas ocasiones 
han brindado un servicio de limpieza, por ende se 
entiende que, a pesar del alto costo cobrado, las 
condiciones higiénicas, así como algún tipo de so-
lución en la estructura, eléctrica o sanitaria, corre 
por cuenta de los inquilinos. En caso de que los 
administradores arreglen, se cobrará un plus en 
la cuota mensual. Cabe destacar que si producto 
de estas condiciones alguien se enferma, o algo se 
daña, no existen responsables. 

La figura del administrador, dueño o pro-
pietario de la pensión es difusa y muchas veces 
inexistente. En muchos establecimientos se pasa 
de un propietario a otro sin que la población re-
sidente sea notificada o que se entere por otros 
medios. En la línea de los abusos, sabemos que 
en muchos casos los edificios utilizados para lle-
var adelante las pensiones son ocupados de forma 
ilegal. Siguiendo la línea de irregularidades, los 
roles dentro de la pensión son confusos y difusos. 
Muchas veces los encargados o dueños no son los 
responsables legales del establecimiento. Los re-
ferentes pueden cambiar conforme se desarrollen 
situaciones de conflictividad y dependiendo de la 
necesidad de controlar a los inquilinos disconfor-
mes y mantener dominada la situación. Estos ac-
túan en instancias claves para laudar conflictos, 
generalmente mediante la amenaza. Desalojos 
policiales y amenazas del cierre del recinto son al-
gunas de las cartas jugadas contra una población 
que desconoce no sólo el confuso funcionamiento 
normativo de las pensiones sino la realidad de sus 
derechos. Los intermediarios entre los inquilinos 
y los supuestos dueños pululan y se alternan de-
pendiendo del nivel de presión que se deba ejercer 
ante un reclamo. Haciéndose pasar por diversos 
tipos de funcionarios estatales, policías, inspec-
tores municipales, abogados ejercen presión para 
destrabar cualquier situación de reclamo entre in-
quilinos y dueños, siempre a favor de este último. 
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Cuando el conflicto y la tensión no se resuelven 
por amenaza se pasa a la intervención policial. La 
presencia policial es frecuente y, en muchos casos, 
se aplica la violencia verbal para laudar los con-
flictos que generan todo tipo de arbitrariedades. 
En los procedimientos, los migrantes llevan siem-
pre las de perder, incluyendo el exceso de atribu-
ciones que funcionarios policiales toman como 
amenazas de deportación. Tampoco es menor, la 
presencia de “bocas” -centros de distribución de 
drogas- dentro de las pensiones, que legitima la 
intervención policial constante y la sumisión de 
los arrendatarios. 

La violencia propia del negocio. Los cos-
tos de arrendamiento de una pieza varían según 
la modalidad: por persona, por cuarto, o por ha-
bitación. En ambos casos, el costo representa una 
parte importante del salario de los arrendatarios, 
alcanzando muchas veces el costo de un alquiler, 
apartamento o casa. Esa tarifa puede incluir luz y 
agua o no. Los ajustes de precio suelen ser arbitra-
rios y dependen de la ascendencia racial o la na-
cionalidad, así como de las simpatías entabladas 
con el administrador de la pensión. Recogemos 
testimonios que hablan de precios diferenciales 
por ser uruguayo o extranjero, así como de subas 
de tarifas repentinas. Los reclamos por condi-
ciones dignas pueden ser un arma de doble filo. 
Sabemos de situaciones en las que el propietario 
o administrador se molesta y de buenas a prime-
ras resuelve un ajuste. Situación que se presenta 
luego de haber realizado algún tipo de reclamo, 
por ejemplo, para solucionar el tema de las plagas 
(pulgas, chinches, cucarachas y ratas son cuestio-
nes de todos los días). Estos ajustes son siempre 
desmedidos y no obedecen a ningún criterio o 
regulación. Si bien, esto no necesariamente es la 
realidad de todas las pensiones que funcionan en 
Montevideo, sí lo es para aquéllas en las que se 
concentra población migrante, y donde comparte 
con población uruguaya.

Muchas veces, los administradores, desconoci-
dos en algunos casos, alegan no haber cobrado la 
cuota o acusan de que han pagado a otra persona 
con el único fin de cobrar dos veces en un mes la 
cuota. Esto implica amenazas con desalojos, po-
sibles intervenciones policiales y denuncias a una 

población que no conoce cabalmente los códigos 
del país al que arriban. Ante el miedo a quedar en 
la calle o a las amenazas de deportación, acceden 
a pagar dos veces en un mes, lo que implica una 
disminución en las remesas enviadas.

La modalidad de alquiler por cama, es decir 
personas por habitación, muchas veces termina 
en denuncias por hacinamiento, como en algunos 
casos de hasta 3 personas por cama. Esta moda-
lidad está bastante extendida para aquellos que 
recién llegan y no disponen de algún conocido 
que los aloje, o con plata para alquilar un cuarto. 
Sábanas, almohadas, frazadas u otros elementos 
son comodidades que no están disponibles. El al-
quiler del cuarto garantiza cierta privacidad y, en 
estos casos, los montos pagados por dimensiones 
inferiores a 9m2 alcanzan precios que asemejan 
un alquiler. En algunos casos dentro de los cuar-
tos se integra la cocina, ya que en las pensiones 
denunciadas los espacios destinados a estas son 
muy escasos. El baño integrado es un diferencial 
que incrementa y dispara el precio, en su mayoría 
en pésimas condiciones y sin acceso a ducha. 

Baños y cocinas por lo general escasean, sin 
contar que no respetan las indicaciones y norma-
tivas municipales de cantidad de personas por 
cantidad de cuartos. Son numerosos los testimo-
nios de las largas colas para bañarse luego de ex-
tensas jornadas laborales; lo mismo para el uso 
de baños. Todo esto sin contar que son abusados 
en los precios que les cobran sujetos que evaden 
todos los complejos sistemas fiscales existentes. 
Fuera de las habitaciones, los espacios comunes 
son casi nulos, sin contar que se suele restringir el 
uso de los pocos existentes, así como se prohíben 
las visitas o el ingreso de personas ajenas y se li-
mitan las reuniones a las pequeñas habitaciones. 
Dentro de las pensiones, se escucha música, mur-
mullos, niño/as jugando y muchas cosas vincula-
das a la cotidianidad “normal”, pero por motivos 
múltiples algunas actividades de desarrollan fue-
ra de la misma. 

Las condiciones de hacinamiento, compartir un 
cuarto o la reducción de espacios comunes puede 
llevar a un desplazamiento de algunas actividades 
hacia afuera de la vivienda. Al mismo tiempo, reu-
niones con personas ajenas muchas veces se reali-
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zan fuera de la pensión. Las condiciones sanitarias 
deficientes, así como el casi nulo mantenimiento, 
también podrían estar significando una preferen-
cia del espacio público. Muchas de las habitaciones 
correspondientes a la vivienda de muchos migran-
tes en la ciudad no exceden los 9m2, la mayoría 
no posee ventanas. Es aquí donde lo privado ocu-
rre. Un espacio donde cuarto, cocina, comedor y 
cualquier otro espacio doméstico son uno. En este 
sentido, y en una interpretación casi lineal, la vida 
privada y de esparcimiento lógicamente sucede en 
otros espacios. A pesar de no existir casi espacio 
para la privacidad, los ámbitos comunes también 
son escasos, y estos se reducen a pasillos, filas de 
baño, cocina o las veredas.

Pero, más allá de la linealidad de la conexión 
entre condiciones/desplazamiento (hacia afuera), 
subyace un factor más complejo que conecta el 
afuera con el adentro y se vincula con diferentes 
formas de construir y habitar, contrapuestas a las 
que entendemos como normalidad y que deben 
asimilarse. Lo cierto es que las actividades coti-
dianas, y que se denuncian, que se realizan en el 
espacio público no distan mucho de las que mu-
chos montevideanos llevan a cabo en espacios 
públicos. Esto nos permite problematizar y visi-
bilizar una situación absolutamente precaria en 
materia de vivienda que desplaza a una población 
a uso de la vía pública; y la no aceptación de estas 
prácticas por parte del resto de la población no 
migrante que lo ve como un problema.

 

Derechos, garantías 
y realidades

Uno de los elementos más frecuentemente 
citados en las explicaciones del actual contexto 
migratorio en el país es el marco legal y adminis-
trativo extremadamente favorable para el ingreso 
y la obtención de residencia en el país. En efecto, 
la Ley 18.250, que rige desde 2008, propone en su 
texto una perspectiva de derechos humanos para 
ordenar la movilidad de personas desde y hacia 
el territorio del país. Si bien esta característica ha 
sido señalada por varios analistas (Novick, 2011), 

resulta importante poner en diálogo esta ley y su 
reglamentación con otras disposiciones a nivel 
administrativo (como la exigencia de visados) y 
con las formas en que se llevan adelante políticas 
sociales que efectivicen el acceso a los derechos 
reconocidos en la ley8. Esta ley no sólo reconoce 
la migración como derecho, sino que homologa, 
en materia de derechos, a la población migrante 
en pie de igualdad a los nacionales. En materia de 
vivienda, el derecho a ser homologado remite al 
artículo 45 de la Constitución:

Todo habitante de la República tiene derecho a go-
zar de vivienda decorosa. La ley propenderá a ase-
gurar la vivienda higiénica y económica, facilitando 
su adquisición y estimulando la inversión de capita-
les privados para ese fin.9

No obstante, en la actualidad asistimos a un 
desajuste de lo que por ley se estipula y lo que 
realmente sucede. En estos dos años y medio de 
trabajo en campo, la problemática de las opcio-
nes de vivienda para población migrante ha es-
tado constantemente en el tapete, generalmente 
referida como “el problema de las pensiones”. A 
través de denuncias por discriminación, racismo 
y xenofobia, reclamos por vulneraciones de de-
rechos y amenazas, que llegan a nosotros en fun-
ción del trabajo con la asociación Idas y Vueltas, 
accedemos a una multiplicidad de situaciones 
en las cuales, la condición migratoria de estas 
personas las convierte en blanco preferencial de 
abusos. Los reclamos de los inquilinos refieren a 
formas de violencia directamente caracterizadas 
como discriminación racial y xenofobia, a través 
de insultos, pero fundamentalmente a los abu-
sos cometidos por los administradores, falencias 
respecto a la precariedad de las condiciones sani-

8 Ley 18.250, Artículo 8º.- Las personas migrantes y sus 
familiares gozarán de los derechos de salud, trabajo, seguri-
dad social, vivienda y educación en pie de igualdad con los 
nacionales. Dichos derechos tendrán la misma protección y 
amparo en uno y otro caso. Disponible: https://www.impo.
com.uy/bases/leyes/18250-2008

9 Constitución de la República. Constitución 1967 con las 
modificaciones plebiscitadas el 26 de noviembre de 1989, el 
26 de noviembre de 1994 y el 8 de diciembre de 1996. Sec-
ción II. Derechos, Deberes y Garantías. Capítulo II.
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tarias y edilicias, tarifas abusivas y diferenciales 
según origen nacional o étnico/racial.

En la ley 18.283 del 2008 (Creación del regis-
tro de pensiones. Ministerio de Vivienda Ordena-
miento Territorial y Medio Ambiente)10 se otor-
gan competencias al Ministerio de Vivienda para 
tomar cartas en materia de regulación y control 
de pensiones. Para tal iniciativa se expresan los 
siguientes motivos: “…las pensiones en Uruguay, 
y en particular en Montevideo, representan con-
juntamente con los asentamientos irregulares, la 
imagen de la tugurización y el hacinamiento.”11 
La ley propone una definición de las pensiones, 
entendiéndolas como emprendimientos comer-
ciales y estableciendo qué puede y qué no puede 
ser considerado como tal, así como, determina las 
condiciones de funcionamiento y su marco regu-
latorio. Se busca así contemplar las especificida-
des de este tipo de solución habitacional buscan-
do brindar mayores garantías y protección a los 
arrendatarios. Sin embargo, cabe destacar que la 
definición que por ley se estipula difiere un tanto 
de la realidad de muchas pensiones.

Pensamos que la dignificación del instituto de la 
pensión colaborará con la diversificación de la ofer-
ta habitacional destinada a satisfacer necesidades 
principalmente transitorias asociadas a ciertos 
perfiles de población, promoviendo que la misma 
se convierta en un alojamiento digno y seguro para 
muchos uruguayos, ya sea el mismo definitivo o 
temporal.12

Hemos recibido múltiples testimonios rela-
cionados a situaciones de violencia a la que es  
sometida la población migrante. Algunas de las 
denuncias recibidas refieren al estado sanitario. 
Tal es el caso de una de las pensiones, donde los 
inquilinos describen condiciones de higiene infra-

10 Disponible:https://www.impo.com.uy/bases/le-
yes/18283-2008

11 Comisión de vivienda, Territorio y Medio Ambiente. Regis-
tro y funcionamiento de pensiones, 2006. Disponible: https://
legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/D2006120875-
007436053.pdf

12 Comisión de vivienda, Territorio y Medio Ambiente. Regis-
tro y funcionamiento de pensiones, 2006. Disponible: https://

humanas, basura, aguas servidas, humedades, go-
teras y plagas, destacando ratas, chinches, pulgas, 
cucarachas, entre otras. En esta misma pensión 
se denunció la irregularidad en el funcionamiento 
administrativo que se traduce en la falta de res-
puesta ante los reclamos de los inquilinos. Tam-
bién impresionan las condiciones de hacinamien-
to, tres personas adultas y un niño en una cama 
de dos plazas por precios sobredimensionados 
(sin contar al niño). Estimamos que en esta pen-
sión viven 20 adultos y 7 niños. Los baños son un 
déficit, habiendo en muchos casos un baño cada 
20 personas. 

Las deficientes condiciones sanitarias no son 
propiedad exclusiva de este ejemplo y predomi-
nan en varias de las pensiones de las que hemos 
tenido conocimiento. Tal fue el caso de una de 
ellas ubicada en la calle Cerrito donde la propia 
población migrante se organizó para gestionar la 
limpieza de los espacios comunes. Sumado a estas 
constantes irregularidades, nos encontramos con 
otra moneda de corriente circulación, la supresión 
o cortes arbitrarios por parte de los propietarios y 
administradores de los servicios esenciales como 
el agua y la luz, que muchas veces son de acce-
so irregular. El retiro del servicio de agua potable 
es una constante medida de coacción de los que 
administran negando el acceso a un recurso fun-
damental para la vida y a un derecho garantizado 
por la Constitución13.

Dentro de estas viviendas, el desarrollo de la 
vida está condicionado y acotado por el contex-
to, el cual se traduce en un ambiente de constante 
tensión entre los propios inquilinos y entre inqui-
linos y responsables. Las pésimas condiciones de 
las pensiones, así como el hacinamiento ya sea 
porque sobrepasa la capacidad edilicia, o la capa-
cidad de una pieza o de una cama, menoscaban 
la privacidad y el desarrollo pleno de la intimidad 
de las personas. Por lo tanto, es común ver cómo 

legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/D2006120875-
007436053.pdf

13 Constitución de la República, Artículo 47 “El agua es un 
recurso natural esencial para la vida. El acceso al agua pota-
ble y el acceso al saneamiento, constituyen derechos huma-
nos fundamentales” Disponible: https://www.impo.com.uy/
bases/constitucion/1967-1967/47
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la cotidianidad acontece en la puerta de calle o en 
lugares cercanos. Plazas y otros lugares públicos 
se transforman en los espacios donde encontrar-
se, conversar, escuchar música y cualquier otra 
forma de socialización, imposibilitada en espacios 
domésticos, dado que no está permitido recibir vi-
sitas en los cuartos. 

Desde un tiempo a esta parte, los inquilinos, 
en diálogo con integrantes orientados por otras 
colectividades con más tiempo en el país, así como 
por la asociación Idas y Vueltas y diversas instan-
cias de extensión de la Universidad, comenzaron 
a buscar mejoras a estas condiciones de vida. Para 
esto iniciaron acciones en procura de algunas ga-
rantías mínimas: la regularización de servicios 
esenciales, como agua potable y energía eléctrica. 
Al percibir que los mismos estaban siendo usu-
fructuados de forma irregular por los adminis-
tradores, y siendo un elemento de chantaje para 
detener protestas, han optado por efectuar los 
trámites administrativos, regularizando el pago y 
poniéndolos a su nombre. Otra de las estrategias 
utilizadas es la realización de los pagos mensuales 
a través de redes de cobranza o bancos con lo que 
obtienen un comprobante de pago. Por último, en 
muchos casos han tomado a su cargo la gestión 
de la limpieza y mantenimiento de los locales, lo 
que generalmente queda a cargo de las mujeres 
del grupo. Pero también, en un trabajo colectivo, 
acompañado y de retroalimentación han iniciado 
un proceso de conocimiento de los mecanismos 
de denuncia, así como el conocimiento de sus de-
rechos y obligaciones, empezando a revertir una 
situación que cristaliza formas de discriminación, 
racismo y xenofobia hacia la población migrante. 

El derecho a la vivienda digna, consagrado en 
la Constitución a todos los habitantes del territo-
rio nacional, es un derecho de toda la población, 
independientemente de su origen. Para el caso de 
la población migrante, podemos dividir la pro-
blemática del acceso a una solución habitacional 
en tres momentos: 1- Acceso a la vivienda tran-
sitoria, solución inmediata para quien llega a la 
ciudad desde otro lugar y debe resolver ese pro-
blema; 2- Solución habitacional semipermanen-
te, a mediano plazo, que permita resolver el tema 
con una mejor ecuación en el costo y la calidad y 

habilite la conformación de unidades domésticas, 
establecimiento de parejas, cuidado de niños y la 
reunificación familiar; 3- Solución permanente, 
no necesariamente definitiva, pero que habilite 
un proceso de adquisición a largo plazo y una se-
guridad para la proyección personal y familiar en 
otros ámbitos. En estos tres momentos, encontra-
mos dificultades extremas para su resolución. 

Conclusiones
El trabajo de campo que llevamos adelan-

te busca comprender el papel de las pensiones 
como solución inmediata respecto al acceso a la 
vivienda y explorar las posibilidades y obstácu-
los para lograr una solución de mediano plazo. 
A corto plazo, las pensiones constituyen la única 
oferta disponible para una población de escasos 
recursos, no sólo económicos, sino sociales e ins-
titucionales. Es una oferta con un costo en pro-
medio alto pero sin las exigencias legales de un 
alquiler. La inexistencia de otra oferta de similar 
condición conlleva al desarrollo sistemático de 
pensiones irregulares que aprovechan la situación 
de vulnerabilidad de una población que llega en 
búsqueda de nuevos horizontes. Estas irregulari-
dades propician todo tipo de abusos y favorecen 
el desarrollo de actividades económicas también 
ilícitas, como la venta de drogas, lo cual desembo-
ca y propicia la intervención policial, así como las 
denuncias de los vecinos. Esto tiene como resulta-
do una criminalización del modelo de negocio de 
las pensiones, que por transitiva se proyecta a la 
figura del migrante al que, como plantea Delgado 
(2003), se considera una fuente de peligros socia-
les y culturales.

Al llevar adelante la investigación entre actores 
gubernamentales, encontramos que las pensiones 
son referidas recurrentemente como un “mal ne-
cesario”, concepción que se refuerza desde el pla-
no institucional y que en el plano social refuerza la 
imagen del migrante como un sujeto marginaliza-
do. Al contrario, la gran mayoría de las soluciones 
desde las instituciones gubernamentales apuntan 
a modelos completamente diferentes de aquel por 
el cual los migrantes ordenan el problema habita-
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cional y la convivencia comunitaria, apelando al 
modelo de alquiler de viviendas unitarias destina-
das a núcleos familiares pequeños y atomizando 
la convivencia colectiva. Además, proponen me-
didas que apuestan a la integración a través de la 
dispersión en la ciudad, buscando resolver simul-
táneamente el acceso a la vivienda y evitar las sis-
temáticas tensiones que genera la concentración 
de población migrante en algunas zonas de la ciu-
dad. Subyace en estas iniciativas la idea de que, 
conforme las personas migrantes van adoptando 
las pautas culturales de la sociedad en la que re-
siden, se van alejando de los principales núcleos 
céntricos de las ciudades donde se condensan las 
colectividades y se dispersan por la ciudad. Esto, 
según Mera (2008), evidencia un modo específico 
de concebir y abordar los procesos de integración/
asimilación fuertemente cargado de prenociones 
que ignoran los lazos de pertenencia al grupo, las 
redes de cooperación establecidas, la identifica-
ción y adscripción a grupos de pares. La situación 
migrante lleva a la construcción de vínculos muy 
específicos entre personas de un mismo origen, o 
que portan la etiqueta de extranjeros, a pesar de 
no ser coterráneos, potenciando las redes de acce-
so al empleo, y en este caso, el acceso a la vivien-
da. La interpretación institucional estima que la 
localización en la ciudad responde a la comodidad 
u opción individual, desestimando las constric-
ciones estructurales que operan para restringir el 
acceso a la vivienda. También ignoran las fuentes 
laborales a las que la población migrante accede y 
las redes que mantienen una vez establecidos en 
la ciudad. Estas propuestas dejan en evidencia la 
fuerte interpretación asimilacionista e integracio-
nista, que, al igual que en el pasado, presentan las 
acciones tendientes a la integración de población 
migrante en el país. 

A lo largo del texto buscamos comprender y di-
ferenciar la urgencia en la demanda de la solución 
habitacional a cortísimo plazo y de las condicio-
nes en las que ellas se encuentran. No se trata de 
estigmatizar un tipo de oferta de vivienda, sino de 
incorporar su funcionamiento al marco regulato-
rio y garantizar condiciones mínimamente dignas 
para residir en ellas. Vistos los precios cobrados y 
los altísimos índices de ocupación, estos negocios 

parecen ser extremadamente lucrativos y debe-
rían responder a los marcos normativos e imposi-
tivos como cualquier otro. 

Por otro lado, para el acceso a soluciones ha-
bitacionales de mediano plazo es fundamental ar-
ticular con las instituciones referentes en el tema 
de un diseño de política que contemple las par-
ticularidades del caso. La transición de la vivien-
da transitoria a la semipermanente es un camino 
largo de recorrer. Las altísimas tasas de alquileres 
y la precarización del empleo por parte de esta po-
blación determinan la extensión de ese recorrido. 
De esta forma, la vivienda transitoria comienza a 
tomar un carácter de permanente debido a la im-
posibilidad y las constricciones que operan sobre 
la población migrante y que impiden el acceso 
inmediato a una vivienda digna, como se estipula 
por ley. Resulta imperante un marco regulatorio 
más comprensivo de la situación de las pensiones. 

Esta temática sin antecedentes de presencia 
en la opinión pública empieza a alcanzar cier-
ta visibilidad a raíz de la incansable lucha de los 
colectivos migrantes, el contacto con actores del 
Estado y de la producción de conocimiento. Estos 
tres frentes son necesarios para empezar a pen-
sar una articulación de políticas que salvaguar-
den el derecho a la vivienda digna, en el marco 
de la protección de los derechos de las personas 
que son migrantes; que contribuya a comprender 
el fenómeno migratorio y que permita tomar di-
mensión respecto al racismo y la xenofobia que se 
cristalizan en las distintas dimensiones de la vida 
de la población migrante que reside en nuestro 
país. En ese marco, el acceso a la vivienda es una 
dimensión importante ya que representa el motor 
de situaciones de violencia extrema.
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